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Resumen. Este capítulo analiza la transformación funcional del Ejército Nacional de Colombia 
más allá de su misión clásica de defensa consagrada en el artículo 217 de la Constitución Política. 
Se examina cómo, mediante la interpretación constitucional y la evolución del conflicto, los 
conceptos de control territorial y soberanía han transitado hacia un enfoque multidimensional 
que integra la seguridad con la garantía efectiva de los derechos humanos. El texto profundiza 
en el rol de las Fuerzas Militares dentro del Estado social de derecho, destacando su obligación 
de asegurar no solo el orden público, sino también las condiciones materiales necesarias para 
el ejercicio de la libertad y la dignidad humana. Asimismo, se aborda la Acción Integral como 
mecanismo estratégico para contribuir al bienestar poblacional y la legitimidad institucional en 
territorios vulnerables, redefiniendo la presencia castrense como un medio instrumental para la 
construcción de paz y equidad social.
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Introducción 
Los diferentes contextos sociales y de conflicto en el territorio colombiano han 
llevado a la estructura estatal a replantear su funcionamiento institucional. 
De igual firma, las nuevas dinámicas sociales y económicas derivadas de la 
pandemia, junto con sus efectos posteriores, la mutación de los conflictos 
armados y el constante clamor ciudadano por la paz y la participación han 
generado la necesidad de reestructurar las funciones de las Fuerzas Militares. 
Este proceso de cambio busca responder a estas demandas y conduce, nece-
sariamente, a redefinir conceptos históricamente arraigados en la doctrina 
jurídica nacional.

Sin embargo, estas necesidades demandan que haya una actuación insti-
tucional mucho más amplia que la propuesta por la Constituyente durante 
el proceso que culminó con la Constitución de 1991. En ese sentido, los 
presupuestos constitucionales que originalmente determinaban las funciones 
específicas de las Fuerzas Militares han sido interpretados de la mano de otras 
normas constitucionales, como es el caso de los fines esenciales del Estado 
(Solano, 2019), para servir como fundamento normativo para asignar nuevas 
funciones que buscan cumplir con obligaciones estatales primarias. 

Teniendo en cuenta esos desarrollos, se podría afirmar que existe un 
nuevo catálogo de funciones a cargo del Ejército Nacional, las cuales se han 
derivado, en gran medida, vía interpretación constitucional e implican nuevos 
desafíos para la institución. En este escenario, el capítulo aborda dos temas 
esenciales: por una parte, la tarea base de las Fuerzas Militares y cuáles han 
sido las tareas que el Ejército Nacional ha asumido de acuerdo con la inter-
pretación de los cometidos que establece el artículo 217 de la Constitución 
y, por otra, la manera como se han extendido las funciones de protección de 
las Fuerzas Militares hasta el aseguramiento de los Derechos Humanos y la 
búsqueda del bienestar de la población.

La misión esencial desde la perspectiva                               
del querer constitucional 
El artículo 217 de la Constitución Política de Colombia se puede entender 
como la norma base de la función original del Ejército Nacional. Allí se esta-
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bleció el querer constituyente en relación con la misión que debe desempeñar 
la institución militar en el Estado Constitucional y Democrático de Derecho, 
categoría en la que se suscribió el Estado colombiano. En ese sentido, la 
norma constitucional establece lo siguiente:

La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes consti-
tuidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aeroespacial. Las Fuerzas Militares 
tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la indepen-
dencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional. La Ley 
determinará el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los 
ascensos, derechos y obligaciones de sus miembros y el régimen especial de 
carrera, prestacional y disciplinario, que les es propio.

Una lectura rápida del artículo permitiría concluir que el texto consti-
tucional circunscribe las tareas de las Fuerzas Militares a una idea base de 
defensa de cuatro componentes básicos: la soberanía, la independencia, la 
integridad del territorio y la del orden constitucional2. Esto se justificaría, en 
principio, en la naturaleza propia del Ejército Nacional, pues, al ser “el órgano 
del Estado, expresión del monopolio de las armas y del uso legítimo de la 
fuerza, su existencia, sus acciones, sus virtudes, sus glorias y sus errores se 
deben validar según la Constitución Política (C.P.), que es ‘norma de normas’ 
(artículo 4), y a la que se somete” (Gómez & Correa, 2014, p. 27). 

En ese entendido, no es extraño afirmar que, de acuerdo con la concep-
ción del Constituyente, las funciones de las Fuerzas Militares eran esencial-
mente las de control territorial3. Esta afirmación se puede argumentar desde 
la perspectiva dual de control territorial interno y externo, como se explica a 
continuación (Cleves, 2022).

Control territorial externo 
La noción de soberanía ha sido históricamente uno de los fundamentos 

esenciales que justifican la existencia y la acción de las Fuerzas Militares. 

2	  Sobre esos componentes de la tarea de defensa, véase Hincapié y Navarro (2020).
3	  Véase por ejemplo la exposición de motivos del proyecto de reforma constitucional 

N.° 122, pág. 21, en el cual se hace énfasis en devolver la función exclusiva de la defensa de 
las fronteras. 
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En el marco del control territorial externo, esta función se orientaba original-
mente a repeler cualquier forma de intervención extranjera que comprome-
tiera la autodeterminación del Estado y de su ciudadanía dentro del territorio 
nacional. Sin embargo, la evolución del contexto geopolítico y la transforma-
ción de las dinámicas internacionales han dado lugar a una reconceptualiza-
ción de este principio.

En términos clásicos, la soberanía se entendía como el poder supremo, 
perpetuo e indivisible del Estado, sin subordinación a ninguna otra autoridad 
(Sentencia C-408 de 2001). Esta concepción, que dominó el pensamiento 
jurídico-político durante siglos, definía al Estado como el único titular del 
poder absoluto dentro de sus fronteras. Así lo recoge la Corte Constitucional 
en su jurisprudencia, al señalar que “en la actualidad, ese concepto se ha 
reformulado, en razón del contexto internacional en el que las relaciones 
entre los Estados se desenvuelven” (Sentencia C-408 de 2001).

Dicha reformulación obedece, entre otras razones, a que el ordena-
miento jurídico colombiano no consagra una definición clara ni positivizada 
del concepto de soberanía. En consecuencia, se trata de una categoría jurídica 
y política abierta, sujeta a reinterpretaciones según los cambios históricos, 
sociales y geopolíticos. Esta indeterminación conceptual ha permitido que 
la soberanía sea vista hoy como una noción dinámica, en constante tensión 
entre el respeto por la autonomía estatal y los compromisos adquiridos en el 
marco de la comunidad internacional.

En el caso colombiano, esta transformación ha tenido consecuencias 
directas en el papel asignado a las Fuerzas Militares. La defensa de la sobe-
ranía ya no se articula exclusivamente en torno a confrontaciones armadas 
o amenazas externas tradicionales, en buena medida debido a las relaciones 
con los países vecinos, que han sido mayoritariamente pacíficas en las últimas 
décadas4. Así, el énfasis ya no recae únicamente en la protección frente a una 
agresión militar extranjera, sino en la necesidad de anticipar y contrarrestar 

4	  Las excepciones registradas durante el siglo XXI —particularmente en relación con 
Venezuela, Ecuador y Nicaragua— han respondido más a dinámicas de política exterior que a 
amenazas reales e inminentes contra la soberanía nacional.
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fenómenos más complejos, muchas veces invisibles, que comprometen de 
igual forma la soberanía nacional.

Desde la óptica del pensamiento estratégico contemporáneo, estos 
riesgos se describen como formas de amenaza que buscan “evitar las confron-
taciones directas, costosas y siempre dolorosas para los Estados y sus pobla-
ciones” (Gómez & Correa, 2014, p. 44), pero que se manifiestan a través 
de nuevas modalidades de intervención, promovidas tanto por gobiernos 
temporales como por poderes fácticos transnacionales. Estas influencias, más 
sutiles, implican una redefinición de las funciones de disuasión y combate 
de las Fuerzas Militares, así como un fortalecimiento de las capacidades de 
previsión, inteligencia y respuesta ante amenazas no convencionales (Bernal 
& Correa, 2016).

En este escenario, la defensa de la soberanía exige un enfoque multidi-
mensional y no simplemente la concepción original de defensa del territorio. 
Las Fuerzas Militares deben estar preparadas no solo para enfrentar amenazas 
armadas externas, sino también para proteger al Estado frente a injerencias 
indirectas que pueden afectar su capacidad de decisión autónoma y su inte-
gridad institucional, así como también las relaciones de territorialidad en las 
poblaciones (Montañez & Delgado, 1998). Se trata, en suma, de una redefi-
nición de la función militar en clave de soberanía contemporánea, ajustada 
a los desafíos que impone la globalización y las nuevas formas de poder que 
circulan en el sistema internacional. 

Control territorial interno 
En el ámbito del control territorial interno, las Fuerzas Militares cumplen una 
función esencial en asegurar la integridad del territorio nacional y garantizar el 
orden constitucional. Estas responsabilidades, que comprometen al Estado en 
su conjunto, se concretan mediante la presencia institucional, el despliegue de 
capacidades de seguridad y el acompañamiento efectivo a las comunidades, 
especialmente en aquellas zonas históricamente afectadas por el conflicto 
armado interno o por una prolongada ausencia del aparato estatal.

La Constitución Política reconoce al Estado el monopolio del uso legítimo 
de la fuerza, facultad que se expresa, principalmente, a través de las Fuerzas 
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Militares y de Policía. Este poder no se ejerce de manera arbitraria, sino con el 
objetivo de preservar el orden democrático, garantizar la soberanía y proteger 
a la población frente a amenazas que atenten contra la estabilidad institu-
cional. Así lo ha establecido la Corte Constitucional en múltiples pronun-
ciamientos, entre ellos la Sentencia C-251 de 2002, en la cual se afirmó que 
corresponde a la fuerza pública desarrollar las acciones militares necesarias 
para asegurar la vigencia del orden constitucional (Sentencia C-251 de 2002).

En palabras de la Corte: “La fuerza pública debe desplegar sus activi-
dades con la firmeza y la contundencia adecuadas para someter a quienes 
subvierten el orden constitucional y desafían el principio democrático, según 
el cual se confía al Estado el monopolio del uso legítimo de las armas” 
(Sentencia C-251 de 2002, párr. 5). A este desarrollo jurisprudencial se suma 
la Sentencia C-872 de 2003, en la cual la Corte precisó los alcances de las 
competencias atribuidas a las Fuerzas Militares en la protección de la inte-
gridad territorial y el orden constitucional. En dicho fallo, el Tribunal esta-
bleció que “la misión que están llamados a cumplir los integrantes de las 
Fuerzas Militares es de carácter instrumental […] cuyo soporte básico y funda-
mental lo constituye la defensa y la protección de los Derechos Humanos” 
(Sentencia C-872 de 2003).

Este mandato resalta la función de las Fuerzas Militares como garantes 
de la estabilidad del Estado constitucional, cuyo objetivo no es únicamente 
la defensa física del territorio, sino también la preservación de los valores 
democráticos y del Estado de Derecho. El uso de la fuerza, en este sentido, 
se concibe como un mecanismo legítimo para proteger a la sociedad frente a 
actores que pretenden imponer el uso de la violencia como medio de acción 
política vulnerando los derechos fundamentales de los asociados (Arango, 
2018)5.

Finalmente, en lo que atañe a la labor de protección, el Estado tiene el 
deber de garantizar que la ciudadanía respete y acate el ordenamiento jurí-

5	  Aquí se trataría de una tarea derivada de la función objetiva de protección de los 
derechos fundamentales: “Una de las funciones objetivas esenciales de los derechos fundamen-
tales consiste en obligar al Estado a proteger los bienes fundamentales del individuo frente a la 
intervención o puesta en peligro por parte de terceros” (Arango, 2018, p. 33). 
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dico y constitucional. En este marco, el uso legítimo de la fuerza —entendido 
como una expresión de la potestad coercitiva del Estado— se convierte en 
una herramienta indispensable para asegurar la eficacia normativa del orden 
constitucional, entendido como la sujeción de todos los ciudadanos, sin 
excepción, al marco normativo superior (Bernal & Correa, 2016).

Ampliación de tareas mediante interpretación 
constitucional 
El prolongado conflicto armado colombiano ha incidido de manera directa 
en la configuración de las funciones militares. Ante contextos de violencia 
sistemática, presencia de actores armados ilegales y amenazas al orden insti-
tucional, el Estado ha tenido que adaptar las capacidades de su fuerza pública 
para responder a estos desafíos. Ello ha implicado una ampliación funcional 
en la que la defensa de la integridad territorial se articula de manera insepa-
rable con la defensa del orden constitucional. 

La jurisprudencia constitucional ha cumplido un papel determinante 
para el desarrollo conceptual y normativo de las nuevas funciones a cargo 
de las Fuerzas Militares. Bernal y Correa (2016) mencionan la existencia 
de cuatro funciones adicionales a la establecida en el artículo 217 —aquí 
denominada función original—: 1) la búsqueda de la convivencia pacífica; 
2) la protección de los Derechos Humanos; 3) la protección especial de las 
víctimas y 4) la función de inteligencia (Bernal & Correa, 2016). Aquí se hará 
referencia únicamente a la función adicional de protección de los Derechos 
Humanos y, en concreto, a un componente social derivado de la función 
original de defensa. Una exposición más extensa de todas las tareas gene-
radas con la ampliación de deberes excedería el objeto de este capítulo.

Protección de los Derechos Humanos 
Uno de los pilares fundamentales del orden constitucional colombiano es el 
deber ineludible del Estado de garantizar la plena efectividad de los derechos 
y principios consagrados en la Constitución Política. En desarrollo de esta 
obligación, la Corte Constitucional ha interpretado que la protección de los 
Derechos Humanos constituye un fin esencial del Ejército Nacional, al ser 
este una de las instituciones encargadas de asegurar las condiciones mínimas 
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para el ejercicio efectivo de las libertades ciudadanas. En este sentido, la 
Sentencia SU-1184 de 2001 precisó que corresponde a las Fuerzas Militares 
“garantizar las condiciones de seguridad colectivas y de carácter estructural 
que permitan condiciones armónicas” (Sentencia SU-1184 de 2001, párr. 1).

Derecho a la libertad 

La libertad constituye uno de los pilares fundamentales del Estado constitu-
cional contemporáneo. No solo se configura como un derecho fundamental 
autónomo, sino que actúa como condición de posibilidad para el ejercicio 
efectivo de otros derechos y para la autodeterminación del individuo. De ella 
derivan múltiples manifestaciones reconocidas en el ordenamiento jurídico 
colombiano, como las libertades de expresión, de asociación, de circulación, 
de culto y de información, entre otras. En este sentido, la libertad es no solo 
una garantía subjetiva, sino también un principio estructural del Estado Social 
de Derecho.

La Corte Constitucional ha sostenido reiteradamente la centralidad de 
la libertad en la arquitectura constitucional. En particular, la Sentencia T-348 
de 2020 reconoce que la forma más elemental de la libertad es la libertad 
física o personal, entendida como la capacidad de autodeterminarse sin 
coacciones indebidas y de ejercer de manera autónoma los derechos funda-
mentales. Esta garantía, que presupone la inmunidad frente a detenciones 
arbitrarias o ilegales, es protegida mediante mecanismos procesales como 
el habeas corpus, figura constitucional que salvaguarda la libertad personal 
frente a excesos del poder público (Sentencia T-348 de 2020).

Ahora bien, la realización plena de la libertad no se agota en su dimen-
sión formal o negativa —esto es, la ausencia de interferencias arbitrarias—, sino 
que requiere de condiciones materiales mínimas que garanticen su ejercicio 
real. Desde esta óptica, el Estado tiene el deber tanto de abstenerse de violar la 
libertad como de crear entornos sociales, institucionales y físicos que permitan 
a las personas ejercer sus derechos con seguridad, dignidad y autonomía.

En este marco, las Fuerzas Militares —y particularmente el Ejército 
Nacional— desempeñan una función determinante. Más allá del despliegue 
armado orientado a garantizar el orden público, su actuación se proyecta 
también en la generación de condiciones propicias para el ejercicio efectivo 
de los derechos fundamentales. 
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Así lo demuestra el trabajo desarrollado por unidades como los bata-
llones de ingenieros militares, que, mediante la construcción de vías, 
puentes, instalaciones comunitarias y redes de comunicación, contribuyen 
a la integración territorial, el acceso a servicios básicos y la ampliación de 
oportunidades sociales en regiones históricamente excluidas o afectadas por 
el conflicto armado.

Este enfoque funcional y garantista encuentra respaldo en la jurispru-
dencia constitucional. La Corte, en la Sentencia C-872 de 2003, señaló 
expresamente que “la misión que están llamados a cumplir los integrantes 
de las Fuerzas Militares es de carácter instrumental […] cuyo soporte básico 
y fundamental lo constituye la defensa y la protección de los Derechos 
Humanos” (Sentencia C-872 de 2003).

Esta declaración recalca que el uso legítimo de la fuerza por parte del 
Estado —conferido a las Fuerzas Militares bajo el principio de monopolio— 
debe estar siempre subordinado a la promoción y garantía de los derechos 
fundamentales, siendo la libertad uno de los bienes jurídicos primordiales 
que se deben proteger.

En consecuencia, asegurar la libertad implica tanto contener las 
amenazas que buscan sustituir el orden constitucional por medios violentos, 
como materializar una presencia estatal efectiva que elimine las barreras 
estructurales que impiden a la ciudadanía ejercer sus derechos en igualdad 
de condiciones. La acción del Ejército Nacional, en su doble dimensión coer-
citiva y constructiva, se inscribe dentro de esta obligación superior del Estado 
de garantizar la libertad no solo como un valor constitucional, sino como una 
vivencia cotidiana y accesible a todas las personas, sin distinción.

Dignidad humana 

La dignidad humana constituye el fundamento esencial del orden constitu-
cional colombiano6. Se trata de un valor inherente e irrenunciable del ser 
humano, que impregna y orienta todo el sistema de derechos fundamen-

6	  Sobre la dignidad como componente del principio del Estado de Derecho, Kriele 
(citado por Solano, 2022) señala que “la dignidad humana como principio estructural afirma la 
prohibición de ‘ser ejecutado, torturado, esclavizado o humillado, sin importar la existencia de 
motivos de conveniencia para tales actos’, porque la medida de las actuaciones estatales es el 
ser en su estatuto de fin absoluto” (p. 216). 
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tales7. En cuanto principio, valor y derecho, la dignidad humana opera como 
un parámetro normativo supremo que informa la actuación de todas las auto-
ridades, incluidas las Fuerzas Militares.

Por su parte, la Corte Constitucional ha definido la dignidad humana 
como “aquel valor intrínseco del ser humano, derivado de la voluntad y la 
razón, que hace a la persona un fin en sí mismo. Esto significa, por una parte, 
que el ser humano no tiene una equivalencia material y, por otra parte, que 
él no puede ser tratado como un simple medio” (Sentencia T-398 de 2019). 
Esta concepción, que retoma desarrollos filosóficos kantianos8 y posturas del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH)9, convierte a la 
persona en el centro de gravedad del orden jurídico.

En la Sentencia T-881 de 2002, la Corte introdujo una estructura dual para 
comprender el contenido del derecho a la dignidad distinguiendo dos dimen-
siones complementarias: la dimensión normativa y la dimensión funcional. 
Estas, si bien no agotan el contenido de la dignidad, permiten comprender su 
proyección práctica. En la dimensión normativa, se reconocen tres derechos 
esenciales sin los cuales no puede hablarse de una vida digna: 1) el derecho 
a la autodeterminación, 2) el derecho a unas condiciones materiales de exis-
tencia y 3) el derecho a no ser humillado (Sentencia T-881 de 2002).

El derecho a la autodeterminación se refiere a la facultad de toda persona 
de construir y dirigir su propio proyecto de vida conforme a sus convic-
ciones, intereses y valores, dentro de los límites del orden constitucional. 
Este derecho, ampliamente reconocido en los instrumentos internacionales, 
impone al Estado la obligación positiva de permitir a cada persona desarrollar 
su existencia conforme a sus propias decisiones, libres de coacción10.

7	  Sobre la noción premoderna de la dignidad humana, véase Barroso (2014).
8	  En este sentido, Kant (2008) argumenta que “la humanidad misma es una dignidad; 

porque el hombre no puede ser utilizado únicamente como medio por ningún hombre (ni por 
otros, ni siquiera por sí mismo), sino siempre a la vez como un fin, y en esto consiste precisa-
mente su dignidad” (p. 335).

9	  Véase, por ejemplo, la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención contra la Tortura y otros 
Tratamientos Crueles, Inhumanos o Degradantes, entre muchos otros. 

10	  Para Barroso (2014), los contenidos mínimos de la dignidad humana son: “(1) el valor 
intrínseco de todos los seres humanos, así como (2) la autonomía de cada individuo, (3) limitada 
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Por su parte, el derecho a condiciones materiales de existencia impone 
al Estado el deber de garantizar un umbral mínimo de bienestar para todos los 
ciudadanos. La Corte ha señalado que “toda persona tiene derecho a vivir en 
condiciones que la naturaleza le señale como ser humano” (Sentencia T-556 
de 1998). Esta garantía no puede interpretarse desde una lógica meramente 
cuantitativa; se trata de asegurar medios materiales que permitan ejercer la 
libertad y demás derechos en condiciones de igualdad. En especial, cuando 
las personas enfrentan situaciones de vulnerabilidad que impiden el acceso 
a bienes y servicios esenciales, el Estado debe adoptar medidas para remover 
esas barreras estructurales.

La tercera manifestación, el derecho a vivir sin humillaciones11, exige 
que ninguna persona sea tratada con desprecio, violencia, discriminación o 
instrumentalización. Constituye una garantía frente a todo trato degradante, 
físico o simbólico, y es condición indispensable para la convivencia demo-
crática.

Desde esta perspectiva, las Fuerzas Militares —en el marco de sus 
funciones constitucionales de control territorial interno y protección del 
orden constitucional— desempeñan un papel decisivo en la garantía de la 
dignidad humana. Su actuación no se limita al uso legítimo de la fuerza; se 
orienta también a consolidar un entorno que permita el ejercicio pleno de 
los derechos. En zonas históricamente afectadas por el conflicto armado, el 
acompañamiento institucional del Ejército Nacional facilita la superación de 
condiciones de marginalidad, inseguridad y exclusión que imposibilitan la 
autodeterminación y socavan la dignidad de las personas12.

Como lo estableció la Corte Constitucional en la Sentencia C-872 de 
2003, la misión de las Fuerzas Militares es esencialmente instrumental y 
está fundada en la defensa y la protección de los Derechos Humanos. Así, la 
presencia armada del Estado no es un fin en sí mismo, sino un medio legítimo 

por algunas restricciones legítimas impuestas a ella en razón de valores sociales o intereses 
estatales (valor comunitario)” (pp. 130-131).

11	  Bierri (2018) define la humillación como “la experiencia de que alguien nos quita la 
dignidad” (p. 35). 

12	  Sobre el punto se hablará en el aparte final, “Componentes sociales de la función de 
defensa”.
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para garantizar que las personas puedan vivir libres de amenazas, ejercer sus 
derechos y desarrollar su existencia de manera plena (Sentencia C-872 de 
2003).

En este sentido, asegurar la dignidad humana requiere no solo el control 
del territorio frente a amenazas internas o externas, sino también la protec-
ción activa del orden legal y constitucional que hace posible la convivencia 
en condiciones de libertad, igualdad y respeto. La legitimidad del Estado se 
fortalece precisamente en la medida en que es capaz de garantizar estos tres 
componentes esenciales de la dignidad: la autodeterminación, las condi-
ciones materiales mínimas y la protección contra cualquier forma de humi-
llación o degradación.

Componentes sociales de la función de defensa 
Ahora bien, desde la teoría constitucional se considera que la función 
primaria de los derechos fundamentales, la función subjetiva, está encami-
nada a proteger las esferas de libertad de los asociados frente a las acciones 
del propio Estado (Arango, 2018). Sin embargo, un entendimiento más 
extenso del ejercicio de la libertad nos lleva, necesariamente, a pensar en los 
escenarios materiales que se requieren para que las personas puedan, efecti-
vamente, ejercer sus derechos. 

En ese caso, ya no se estaría hablando de límites a la acción del Estado, 
sino de la posibilidad real de cada individuo de vivir sus derechos; se trataría, 
en términos teóricos, del componente prestacional de la denominada función 
objetiva de los derechos fundamentales (Arango, 2018; Maccormick, 2018). 
Aquí puede verse otra variación en la función original de defensa asignada 
al Ejército Nacional, pues no estaría encaminada a evitar la vulneración de 
las esferas de libertad individuales, sino que implicaría una acción específica 
para crear las condiciones materiales de libertad (Arango, 2018; Maccormick, 
2018).

Un ejemplo de este componente extenso podría verse en lo que se conoce 
como Acción Integral. Esta se encuentra definida en el Manual de Campaña 
del Ejército MCE-3-50.3 Acción Integral como “el conjunto de acciones mili-
tares que abarcan las operaciones de apoyo a la información militar, asuntos 



Jesús Armando del Río Aguirre198 |

civiles, cooperación militar y asuntos públicos, las cuales permiten integrar 
las capacidades del Ejército a las de los asociados de la acción unificada, en 
apoyo a la intención del comandante” (Ejército Nacional de Colombia, 2019, 
p. 18). El mismo documento agrega que la acción integral “orienta las inicia-
tivas de coordinación y cooperación del Ejército Nacional en todo el rango 
de las operaciones militares, para apoyar el cumplimiento de la misión y el 
bienestar de la población” (Ejército Nacional de Colombia, 2019, p. 18). Este 
último párrafo resulta especialmente importante para entender la concepción 
social de las funciones originales de defensa a través de la noción de bien-
estar de la población.

Desde una perspectiva jurisprudencial, el bienestar general establece 
una obligación estatal

de garantizar la satisfacción de las demandas sociales en relación con una 
amplia gama de necesidades básicas colectivas […], [la cual constituye] una 
de las finalidades sociales del Estado junto con el mejoramiento de la calidad 
de vida de la población y la satisfacción de las necesidades más básicas en 
materia de salud, trabajo, educación, alimentación, seguridad, saneamiento 
ambiental y agua potable. (Sentencia T-622 de 2016)

Entonces, una lectura conjunta de la definición de la Acción Integral y 
del entendimiento de la Corte sobre la noción de bienestar podría llevar a 
concluir que uno de los objetivos básicos de toda la arquitectura alrededor 
del concepto de la Acción Integral corresponde a lograr el mejoramiento de 
la calidad de vida de la población y con ello asegurar condiciones básicas 
de dignidad13.

En ese sentido, una visión esencialmente teórica de la Acción Integral 
parece encuadrarse en una interpretación de la función original del Ejército 
Nacional a la luz del principio del Estado Social de Derecho14 acogido por la 
Constitución Política de Colombia en su primer artículo. En dicho modelo de 
interpretación, la fuerza pública —y en particular el Ejército Nacional— no 

13	  Una concepción similar puede encontrarse en Solano (2019), quien hace un llamado 
a la reinterpretación de las funciones de la fuerza pública en virtud de la implementación del 
Acuerdo de Paz. 

14	  Sobre los cambios materiales de la aplicación del principio del Estado Social de 
Derecho, véase Villar (2007).
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se limita a garantizar la soberanía y el orden, sino que también puede contri-
buir activamente a la consolidación de la paz, al desarrollo territorial y a la 
garantía efectiva de los derechos sociales mediante labores articuladas con 
otras entidades del Estado y actores sociales. En este sentido, la Acción Integral 
se convierte en una herramienta estratégica del aparato estatal para cumplir 
con su obligación prestacional, en particular en zonas históricamente afec-
tadas por el conflicto armado, la exclusión o la ausencia de institucionalidad.

Recientemente, la Corte Constitucional se pronunció sobre la realiza-
ción de las denominadas Jornadas de Apoyo al Desarrollo con presencia de 
niños, niñas y adolescentes afirmando que “no [no compartía] que la fuerza 
pública - Fuerzas Militares y Policía Nacional - junto con las autoridades 
locales y regionales realice jornadas de acción integral o cívico militares en 
los territorios marcados por el conflicto armado dirigidas a los menores de 
edad” [énfasis del original] (Sentencia T-005 de 2025). La Corte argumentó 
que dichas actividades podrían constituir una amenaza o un riesgo grave para 
los derechos a la integridad, a la vida y a la seguridad de los menores. 

Sin embargo, la misma decisión hace énfasis en el componente social 
que tiene la misionalidad del Ejército Nacional, al cual se ha hecho tantas 
veces referencia en este capítulo. Específicamente, la Corte afirma que es 
entendible que la finalidad de las jornadas corresponde al cumplimiento del 
mandato asignado constitucionalmente a la fuerza pública al colaborar con 
la materialización de condiciones básicas sociales como educación, servi-
cios de salud, sanitarios y educativos, entre otros (Sentencia T-005 de 2025). 
En esa línea argumentativa, la Corte señala que es necesario rediseñar las 
jornadas con la finalidad de seguir aportando al bienestar de la población, 
en el entendido de que el contexto social de las regiones exige de presencia 
institucional para lograr cometidos de dignidad para las comunidades. 

A modo de conclusión
Como se mencionó en repetidas ocasiones en el capítulo, el contexto histó-
rico colombiano ha llevado a que diversas teorías jurídicas, militares y 
económicas atraviesen un proceso de revisión crítica y de transformación. La 
sociedad colombiana exige nuevas formas de ejercer las funciones estatales, 
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lo cual implica repensar la estructura institucional del Estado y fortalecer la 
presencia pública en las regiones. Este fenómeno ha repercutido directa-
mente en la función que desempeñan las Fuerzas Militares, particularmente 
en lo que respecta a su relación con la ciudadanía. 

En ese sentido, el aseguramiento de libertades adquiere una dimensión 
sustancial, por cuanto es una condición previa para el desarrollo y la garantía 
de otros derechos. Ese aseguramiento implica una ejecución consistente de 
tareas a favor de la garantía de los Derechos Humanos desde sus concep-
ciones de libertad y dignidad, así como también la generación de las condi-
ciones sociales necesarias para el efectivo goce de los derechos. 

Dados los escenarios históricos de conflicto y de ausencia se servicios 
básicos en los territorios, la reinterpretación de las funciones de las Fuerzas 
Militares a la luz del principio del Estado Social de Derecho se constituye 
como un fundamento normativo para entender las nuevas formas de actua-
ción del Ejército Nacional, en procura de asegurar libertades y aportar al 
componente social del Estado colombiano. 
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